Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 04 minutos) 


La Comisión de Salud Pública del Senado da la bienvenida al arquitecto Aldo Lamorte, quien solicitó esta entrevista, al ex 
Presidente de la República y de la Suprema Corte de Justicia, doctor Addiego Bruno, al ex Legislador nacional, señor Ciganda, y al 
resto de la delegación que los acompaña. 


SEÑOR LAMORTE.- Agradecemos a los señores Senadores que nos hayan recibido en esta tarea que está realizando en la 
Comisión de Salud Pública, en especial con este proyecto de ley, que trata de un tema difícil, complicado, que tiene muchas facetas 
y sobre el cual seguramente ya habrán escuchado a otras delegaciones antes que la nuestra. Por supuesto que nosotros, como 
colectividad, tenemos un sesgo político y una orientación socialcristiana, y por eso defendemos los ideales socialcristianos según 
los cuales la vida tiene una gran preponderancia. 


Haremos una exposición simplemente a título de sugerencia, planteando lo que entendemos que tenemos que defender y lo que la 
Comisión debería prever. Nos basaremos en tres áreas definidas. Los señores Senadores ya han estado recabando información, 
escuchando distintas posiciones y es muy encomiable que lo hayan hecho en distintos aspectos, desde diferentes ángulos y sobre 
diversos temas, no solamente religiosos sino también políticos. 


Queremos sugerir tres áreas para ordenar de alguna forma esta discusión que, de otra manera, sería muy amplia. Resaltaremos el 
área de la ética, que reafirma la dignidad del ser humano, el área jurídica, en la que deben prevalecer nuestra Constitución y 
nuestro orden legislativo, y el área política en la que, como colectividad, justamente en defensa de los valores que hemos sostenido 
por más de noventa años, realizaremos todos los intentos que estén a nuestro alcance como ciudadanos, para defender nuestros 
ideales, y dentro de eso se enmarca nuestra visita a esta Comisión. 


Basándonos en los planteos que realizaremos, solicitamos a la Comisión que revea este proyecto de ley tal como está planteado 
en este momento, para dar paso a uno que contemple el derecho a la vida por sobre la supuesta libertad como individuos. Este es 
el tema central que entendemos que la Comisión debe tomar como supuesto importante. 


En el área de la ética, queremos puntualizar que defendiendo y reafirmando la dignidad del ser humano y, por ende, de los 
derechos que le son inherentes como el de la vida, conformamos el fundamento del orden social y el criterio ordenador de todas las 
actividades humanas. A nuestro entender, en este proyecto de ley se está haciendo una discriminación del ser humano en función 
de su grado de desarrollo embrionario. En determinados grados de desarrollo se establece la viabilidad o no, pero no es más que 
un pronóstico y una expectativa. Esto supone un nuevo requisito para ser merecedor de la vida, lo que implica un gran retroceso en 
los derechos de los no nacidos. La clínica privada, el Estado y la legislación uruguaya van a establecer nuevos jueces para 
determinar la viabilidad como seres humanos. El valor del ser humano no puede depender de la calidad o de las características de 
su genoma. Entendemos que el mero hecho de pertenecer a la especie humana en sí mismo le da la dignidad. 


Aquí se está planteando de alguna forma -y sobre esto queremos recapacitar en voz alta con los señores Senadores- la existencia 
de un pronóstico preimplantatorio, que es una antesala de la selección. En la actualidad, vimos que en algunos países hay una 
fuerte polémica sobre el tema. De hecho, el 31 de mayo de 2001, tuvo lugar un duro debate en el Parlamento alemán -en el que se 
enfrentaron el Canciller Gerhard Schroeder y el Presidente de dicho país, Johannes Rau- acerca de la posibilidad de legalizar el 
diagnóstico preimplantatorio. Frente a la postura favorable del Canciller, Johannes Rau criticó duramente la legalización de la 
selección de embriones afirmando que "la eugenesia, la eutanasia y la selección son conceptos que están relacionados con la mala 
memoria de Alemania", y añadió: "¿Quién garantiza que el diagnóstico preimplantatorio no abrirá, de par en par, las puertas a la 
selección?". Queremos reafirmar esa selección en cuanto a que no puede basarse en la calidad del genoma, sino que todos 
tenemos esa dignidad humana y no podemos ser seleccionados por nuestra calidad del genoma. 


Cuando se habla de eugenesia, conviene distinguir claramente dos supuestos no siempre bien diferenciados. Por un lado, con 
respecto a los intentos éticamente loables de extirpar enfermedades, señalamos que la lucha contra las enfermedades humanas no 
puede ser considerada propiamente una modalidad de eugenesia sino que, por el contrario, la ideología eugenésica propiamente 
dicha parte de supuestos antropológicos. El valor intrínseco del ser humano, en este caso del embrión, se hace depender 
fundamentalmente de sus características genotípicas. En cualquier caso, el rechazo a la patología o al defecto genético se hace 
extensivo al portador del mismo. Partiendo de estos presupuestos, queda claro que la nueva eugenesia implica un reduccionismo 
antropológico radical al tiempo que conlleva una gran carga discriminatoria y lesiva para la dignidad humana. El valor del embrión 
humano queda reducido a la calidad de su genoma, considerado, por otra parte, no más valioso que el de cualquier otro ser vivo. 


Como se ha señalado, inclusive, por el prestigioso genetista Jacques Testard, que es uno de los creadores de algunas de las 
técnicas de fertilización in vitro, la realidad es que el diagnóstico preimplantatorio conduce a la exclusión indolora de posibles niños. 
Los controles de calidad genética de embriones son una realidad y se han convertido en una práctica potencialmente ilimitada a 
nivel mundial. En ese sentido, Michael Kirby, miembro del Comité Internacional de Bioética de la UNESCO, se pregunta: "¿Dónde 
comienza y dónde acaba este proceso de eliminación de la vida humana? ¿Puede admitirse este intento de erradicación de 
cualquier defecto genético, eliminando al mismo ser humano?". 


El problema se va a agravar en un futuro no muy lejano y algunos investigadores han afirmado que dentro de pocos años se 
habrán podido crear técnicas de análisis de ADN que permitan examinar toda la dotación cromosómica de un embrión y detectar 
así cualquier defecto o fragilidad hereditaria. También se podría detectar cualquier tipo de dato constitutivo de origen genético, 
como por ejemplo, color de ojos, pelo, base genética de la estatura, etcétera. Por ello, la información genética que se obtiene desde 
el instante de la fusión del óvulo con el espermatozoide, que da lugar al nuevo ser humano, será de un calibre insospechado. 


Consideramos que no todo lo que se puede hacer debe hacerse, aunque tengamos la capacidad técnica y científica para ello pues, 
éticamente, no todo lo que tenemos la capacidad de hacer es bueno. Frente a ello, cabría señalar que el valor de un ser humano no 
puede hacerse depender de la calidad o de las características de su genoma, sino del mero hecho de pertenecer a la especie 
humana. En realidad, todo poseedor de un genoma humano, aunque sea considerado defectuoso, debe ver reconocida su dignidad 
radical. En este sentido vemos, por ejemplo, que en el preámbulo de la Convención sobre los Derechos Humanos y la Biomedicina 
del Consejo de Europa se establece "la necesidad de respetar al ser humano, no sólo como individuo sino también en su 
pertenencia a la especie humana", reconociendo la importancia de garantizar su dignidad. A su vez, en el artículo 2, apartado a), de 
la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos se expresa que "cada individuo tiene derecho al 
respeto de su dignidad y derechos, cualesquiera que sean sus características genéticas". A continuación, en el apartado b) se 
afirma que "esta dignidad impone que no se reduzca a los individuos a sus características genéticas y que se respete su carácter 
único y su diversidad". En definitiva, puede mantenerse que en buena medida el destino de una sociedad o de la humanidad vendrá 
fuertemente determinado por la respuesta a la pregunta de si el embrión humano es una cosa, un ser humano o una entidad 
intermedia todavía por definir. 


En suma, lo que estamos debatiendo es la misma noción de ser humano y el significado de su dignidad. El respeto a esa dignidad 
genera que en el ámbito científico no se deba hacer todo lo que se pueda. 


En este caso en particular, estamos generando algo que como cívicos nos llama la atención y que es el limbo de los embriones, es 
decir, ese estado en el que se es un ser vivo pero no se sabe si se va a vivir o se va a ir al infierno o al cielo. Se trata de un limbo 
científico de seres vivos que quedan en un espacio determinado, en este caso, en manos privadas, dependiendo de lo que se vaya 
a hacer con ellos. En esta categoría, para nosotros tampoco queda claro en el proyecto de ley, luego de haber estudiado todas las 
discusiones que se realizaron al respecto, qué sucede después que se descartan esos embriones, ya que los mismos no se utilizan 
ni se donan. Esta parte ética no es menor pero no nos detendremos demasiado en ella, ya que queremos pasar al tema jurídico y 
ser concretos en el planteo. Sin embargo, quiero decir que entendemos que va a haber cambios sociales importantes, pues se 
alteran los conceptos de familia, de maternidad, de paternidad, de filiación. El concepto de padre queda disminuido simplemente a 
una parte de aprobación o de donante y no está inmerso dentro de todo un contexto importante de la paternidad. Por supuesto que 
este aspecto ético tiene muchísimas facetas más. 


En cuanto a la parte jurídica, que no queríamos dejar pasar por alto, debo decir que no hemos visto una discusión a fondo de lo 
constitucional o, por lo menos, no en lo que tiene que ver con todo el planteo de la ley. Hay artículos importantes que prevén la 
defensa de la vida, así como convenios y tratados internacionales que se han firmado en los cuales el Uruguay aceptó defender la 
vida desde su concepción. Sin embargo, no hemos visto una discusión jurídica en cuanto a si se está actuando en función de 
nuestra Constitución y de los tratados internacionales, lo cual nos parecería fundamental porque significaría estar actuando 
conforme a la ley y a la Constitución. Pensamos que, independientemente de que estemos de acuerdo o no con los tratados 
mencionados, debemos cumplir la ley. 


En este caso en particular, queremos hacer un pedido específico y aquí pasamos al aspecto político. Es sabido que en otras 
oportunidades, ante la elaboración de leyes de menor rango, pues no tenían que ver con cosas tan importantes como la defensa, la 
procreación o el manejo de la vida, se han hecho consultas a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración de la Cámara de Representantes o a la de Constitución y Legislación del Senado. Nos parece importante que los 
Legisladores se expidan acerca de la constitucionalidad o no, por lo que nuestro pedido concreto a ser tomado como forma de 
sugerencia, tiene que ver con que en el estudio de este proyecto de ley también se pase por un análisis constitucional y jurídico 
como lo merece. Digo esto porque estamos tratando un tema muy importante, tal como los señores Senadores han señalado a lo 
largo de la discusión. En lo que tiene que ver con este aspecto jurídico, me gustaría que el doctor Rafael Addiego -no sé si han 
recibido la carta por e-mail pero obviamos leerla- explicara cuál es el contenido de ese aspecto jurídico. 


SEÑOR ADDIEGO.- He sido invitado a integrar esta delegación, creo que por mi condición de frecuentador de los textos 
constitucionales y legales durante mi permanencia en el Poder Judicial por el lapso de 43 años, de los cuales nueve, por lo menos, 
han estado dedicados al ejercicio de la profesión judicial en el seno de la Suprema Corte de Justicia. Eso explica mi presencia, en 
el día de hoy, ante esta Comisión. 


He preferido traer escrito lo que voy a manifestar para ser más breve y atenerme al término de que dispone la delegación ante la 
Comisión. 


Los entes existentes en el mundo son personas o cosas. La persona, según la vieja definición de aquel filósofo latino llamado 
Boecio del Siglo V, es una sustancia individual de naturaleza racional, lo que la distingue del animal. 


El artículo 21 de nuestro Código Civil confirma el concepto cuando define las personas como todos los individuos de la especie 
humana. El ser humano, como racional que es, es el único que realiza operaciones de orden espiritual como pensar, discernir, amar 
y conocer la verdad. Por eso también el Derecho reconoce a la persona como sujeto de Derecho y nunca como objeto del Derecho. 
En cambio, objeto de Derecho sí son las cosas. 


Por ser personas poseemos dignidad humana, una dignidad natural protegida por el Derecho. En cuanto a la persona, es 
naturalmente un fin y nunca un medio. Precisamente, cuando se le ha tratado como un simple medio y no como un fin, como 
ocurrió y ocurre en los países totalitarios, es cuando aparece ese tipo de fenómeno como la esclavitud, la servidumbre, el 
proxenetismo, el abuso sexual, etcétera. ¿Qué hace entonces el Derecho ante la dignidad del hombre como persona? Le reconoce 
derechos propios cualquiera sea su condición somática, sanitaria, social, cultural y económica, sin ninguna clase de distinciones. 
Por eso nuestra Constitución, en el artículo 7*, reconoce a todo habitante el derecho a ser protegido en el goce de su vida, honor, 
libertad, seguridad, trabajo y propiedad, además, de todos los derechos que, como indica luego el artículo 72, son inherentes a la 
personalidad humana o a la forma republicana de Gobierno. Entre esos derechos me permito citar, a vía de ejemplo, los derechos a 
formar una familia, a contraer matrimonio, al debido proceso ante tribunales independientes, a la igualdad ante la ley, a no ser 
torturado, a profesar una fe religiosa, a profesar convicciones políticas, a elegir la educación para sus hijos, etcétera. 


La protección de la vida humana -y de eso estamos hablando- empieza con la concepción, es decir con la fecundación o 
fertilización. Esa protección está consagrada expresamente en la Convención Americana de Derechos Humanos, en el Pacto de 
Costa Rica, en sus artículos 4? y 1, inciso segundo; también en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su 


artículo 6%, inciso primero, y en la Convención de los Derechos del Niño, en este caso, en el preámbulo y en el artículo 6”. 
Agreguemos que la Convención de Costa Rica se volvió ley nacional con el número 15.737, el 8 de marzo de 1985, cuando fue 
sancionada por el primer Parlamento surgido después del período de facto. 


El tema de la inseminación o fecundación artificial como realidad de la sociedad uruguaya necesita ser debidamente legislado pero, 
obviamente, con el cuidado y la prolijidad que requieren todos los temas relacionados con la vida humana y, por consiguiente, con 
el manejo de los embriones, que no son cosas, como hemos visto, sino vidas humanas, ya que el tema se vincula con la ética 
médica, con valores éticos esenciales de la persona humana y, en definitiva, con un cuidadoso manejo de seres dotados de vida, 
que ni por asomo en una sociedad democrática como la nuestra pueden ser tratados como cosas. 


A las técnicas de fecundación artificial no las llamo asistida porque aquí se trata de una sustitución notoria de la naturaleza por la 
técnica; de ahí la artificialidad del procedimiento. La asistencia la vemos en otros procesos tendientes a la generación de seres 
humanos. Aquí más que asistencia advierto que hay una sustitución, y por lo tanto diría que es más apropiado el adjetivo "artificial" 
que el de "asistida". 


Las técnicas de fecundación conllevan a la manipulación de embriones y gametos y a la probable desaparición de muchos de ellos, 
con lo cual se llega, naturalmente, a la conclusión de que los embriones llegan a ser tratados como cosas y no como personas. Al 
respecto, descarto el vocablo preembrión inventado por el embriólogo Grobstein, como un comodín de trabajo en 1979, recogido en 
1985 por la inglesa Dama Mary Donaldson, con la astuta finalidad de que el Parlamento británico prohibiese la experimentación de 
embriones con menos de 14 días de vida. Esa es la explicación política del fenómeno. 


El término de preembrión hoy no goza de autoridad en los documentos legales, ni del Consejo de Europa, ni en las leyes francesa y 
noruega, ambas de 1994. Como acaba de proclamar una famosa sentencia judicial, cuando el objeto de la manipulación técnica es 
el ser humano, el análisis debe superar el plano de lo técnicamente correcto o efectivo y debe prevalecer el criterio ético que inspira 
los instrumentos derechos humanos. Si hemos admitido que el embrión es un sujeto de Derecho y no un mero objeto, debe ser 
protegido igual que cualquier otro ser humano. La tesis contraria permitiría admitir que sea congelado, vendido, sometido a 
experimentación e incluso desechado. 


Termina aquí la cita de la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica del día 15 de marzo de 2000, que declaró 
inconstitucional la ley costarricense. Las modernas legislaciones en la materia, por ejemplo, las modificativas de la ley española 
original, la italiana de este año 2002, la noruega, etcétera, toman en consideración prioritaria el embrión humano por encima de 
cualquier otra finalidad. Por ejemplo, prescribe la obligatoriedad de implantar todo embrión, también solución compartida por la 
Constitución suiza de 1999 y, por ende, la desaparición de la crioconservación que también ha sido prohibida por la reciente ley 
italiana, lo cual excluye la posibilidad de embriones sobrantes, posibilidad tampoco admitida por el Código de Etica Médica del 
Sindicato Médico del Uruguay. 


Además, en los casos de inseminación heteróloga el Derecho se ve impedido de poder clasificar jurídicamente a los hijos nacidos 
de dicha técnica, porque escapan a la calificación de hijos jurídicos, de hijos legítimos y de hijos naturales con los consiguientes 
trastornos para cualquier país en el campo del derecho de familia. 


Por todas estas razones, lo más prudente y criterioso a mi juicio es consagrar en la ley solo la inseminación artificial homóloga e 
intrauterina, ya que la extrauterina presenta el riesgo de pérdida de vidas. 


Debe cuidarse asimismo que no exista la posibilidad de un procedimiento abortivo, en la hipótesis prevista en el artículo 2", inciso 
cuarto, al legislarse el supuesto de suspensión de la técnica, sin precisarse claramente en qué etapa del proceso se practica esa 
suspensión. 


Tampoco existe en el proyecto de ley una previsión expresa sobre el derecho del hijo a desconocer la paternidad, derecho sí 
consagrado expresamente en nuestro Código Civil. 


Coincido asimismo con el proyecto de ley en cuanto a la prohibición de alquilar úteros, pero destaco que otros contratos similares o 
no similares al arrendamiento -por ejemplo un comodato, que es un préstamo gratuito- no aparecen prohibidos, existiendo las 
mismas razones para ello. 


Por último, para el caso de que el llamado donante padezca enfermedades genéticas, hereditarias o infecciosas -que es la 
previsión del artículo 5%, penúltimo inciso- no se consagra una garantía definitiva para el proceso, cuando lo lógico sería, en 
defensa de la salud del niño, que como establece la ley española vigente, el donante garantizase -no procurase- efectivamente la 
ausencia de tales enfermedades en favor de la salud futura del niño. Además me parece muy interesante y muy importante tomar 
ejemplo de la legislación italiana en materia de sanciones a quienes incurren en las infracciones del artículo 19, que realmente son 
muy graves violaciones y que se prevean también sanciones de cárcel, de multas elevadas y de pérdida del título profesional del 
médico actuante que desvirtúa groseramente la finalidad legal con su praxis. 


En definitiva estimo que hay que perfeccionar la ley en algunos aspectos y soluciones sin perder de vista que se está legislando 
sobre vidas humanas incipientes, sobre el derecho del hijo a ser amparado en su condición de ser vivo y no facilitar la 
transformación de los operadores de una técnica de inseminación que ya se practica en simples aprendices de brujos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LAMORTE.- A nivel internacional, por muchos juristas se ha definido esta denuncia del "status" jurídico del embrión como 
un "status" diferente, ya que supuestamente es un "status" todavía no definido en el cual se permiten determinadas cosas que en 
los seres humanos vivos no se permiten aplicar. Este "status" está en discusión en el mundo. Nosotros no vamos a ser el centro del 
universo, pero ya hemos visto lo que sucedió en otras partes del mundo y la tendencia de algunos sectores de la ciencia que 
utilizando la palabra "altruista" o con fines últimos que son loables y con los que de pronto todos coincidimos, se deja abierta una 
cantidad de posibilidades a la manipulación de los embriones, por su "status" diferente al del ser vivo. Independientemente de que 


estemos en el Uruguay y no seamos el centro del universo, queremos recordar que ya se ha legislado en muchos países y en 
varios se ha dado marcha atrás. 


En mi profesión, habiendo publicado algunos libros con respecto a la responsabilidad de arquitectos y constructores, he 
comprobado que lamentablemente no hemos recogido ciento treinta años de legislación en el mundo. Eso quizá nos permite ver 
qué ha sucedido, identificar qué ha sido bueno y qué ha sido malo, y a la luz de ello hacer algún planteo en concreto. Ese "status" 
de embrión al que se le pueden hacer cosas que a los seres humanos no, y que está vigente en muchas legislaciones, permitiría a 
cierto sector de la ciencia manipular genéticamente a un ser humano abriéndose así una serie de puertas a la selección, que va en 
contra de la dignidad de la que estábamos conversando. 


Para concretar nuestro planteo de hoy, pediría se le concediese la palabra al señor Humberto Ciganda. 


SEÑOR CIGANDA.- Señor Presidente, señores Senadores: es con verdadera satisfacción que estamos en esta mesa de trabajo 
considerando aspectos tan vitales y tan trascendentes sobre la base del conocimiento relativo que hemos tenido de cómo viene 
operando la Comisión en tan delicado tema, en su complejidad y, simultáneamente, en las soluciones que más o menos se van 
proyectando. Venimos con un espíritu constructivo a colaborar con ese buen propósito y a aportar al mismo tiempo pequeñas cosas 
que puedan llevarnos a una ubicación más exacta en la trascendencia del tema. 


Se argumenta que es necesario e imprescindible que haya una ley. De acuerdo; es necesario que la haya. Para todas las cosas 
que no se prohíben, para todas las cosas que se promocionan, la ley siempre es el gran paradigma que va marcando pasos y 
señalando derroteros. En este caso, el Uruguay no tiene una ley. Pero tenemos que hacer una ley con un objetivo clarísimo: la 
defensa de la vida; no que la vida quede al sotavento de las condiciones climáticas, económico-financieras o de las cosas sensibles 
y emocionales, sino que haya una verdadera garantía para ese ser que es el objeto de esta ley, que es el niño a nacer, el niño que 
ya tiene vida, porque el óvulo que ha recibido el espermatozoide ha permitido iniciar una vida. Si esa vida no fue posible por los 
medios naturales en un hogar constituido entre hombre y mujer, sino que se valió tal vez de recursos técnicos de la ciencia para 
procurar habilitar y superar inconvenientes que se han desatado, se ha llegado a la conclusión de que hay que buscar otros 
procedimientos, y se cree que la inseminación asistida puede ser uno de ellos. Aquí es donde empiezan los problemas, no 
pequeños, sino muy graves. Por sobre todas las cosas, una legislación como la nuestra, de un país democrático, amante de la 
libertad y defensor de los valores esenciales -como lo marca con claridad el artículo 40 de la Constitución al establecer que la 
familia debe ser la base de la sociedad- que tiene un concepto arraigado de lo que es el valor de la persona -de lo que hemos 
tenido muestras recientes a través de esfuerzos realizados aun en situaciones lamentablemente insuperables, como salir a buscar 
desesperadamente los restos de las víctimas caídas en un momento difícil que vivió el país- ¿va a ser ajena ahora a defender la 
vida en el momento en que comienza, esa vida pequeñita, esa vida incapaz, esa vida de un ser que ya tiene razón de ser y 
fundamento pero no tiene medios operativos, que no puede decir que quiere vivir y queda por lo tanto al antojo y a lo que pueda 
ocurrir por obra de las circunstancias? Es tremendo. 


Anoche escuché una información de la República Argentina que realmente me conmovió y que quiero mencionar ahora porque 
viene al caso. Este fin de semana se reunieron unos amigos no sé con qué propósito, pero lo cierto es que se les ocurrió jugar a la 
ruleta rusa, algo que no entra en la cabeza de una persona normal sino que es un desafío a cualquier exabrupto. Y bien, uno de los 
participantes pagó tributo con su vida porque la bala salió y lo mató. Yo pregunto si nosotros no iremos a caer en una especie de 
ruleta rusa con todos esos embriones que se van preparando, donde también hay una vida, pero que no se puede defender y que 
no juega por sí misma, como esta persona que se puso el revólver en un momento de locura; una vida que no puede salir adelante 
por sí sola porque necesita el apoyo, en primer lugar, de la propia madre. ¿Cuáles son las consecuencias y cuáles son las 
referencias que tenemos? ¿Qué pasó con el resto de estos embriones que tenían vida y desaparecieron? ¿Dónde fueron a parar? 
¿Cayeron también en el efecto mortal de la ruleta rusa? Tal vez se determinó que esos embriones no servían, que estaban 
molestando, que se gastaba demasiada energía eléctrica, que ocupaban lugar en las cámaras, y se decidió desecharlos. ¿Así 
despreciamos la vida? ¡Cuidado! Esto es una cosa muy delicada. En consecuencia, debemos hacer un gran esfuerzo para procurar 
que la ley que estamos tratando de elaborar resuelva estos grandes problemas. Deben existir las máximas garantías para que no 
se pierdan las vidas de los inocentes que no tienen derecho a nacer porque no se dieron las circunstancias favorables y por ello 
son despreciados. 


Al respecto, en el año 1985, en un Congreso con los mismos ideales de procurar el desarrollo de la vida a través de medios 
artificiales, se llegó a conclusiones similares. Solamente un 12% o un 15% tiene eficacia. Quiere decir que hay alrededor de un 
80% que se pierde definitivamente. ¡Tengamos en cuenta que no es cualquier cosa lo que se pierde! Son seres humanos gestados, 
que tendrían derecho a vivir, pero que por decisión de una clínica que se hace cargo del resto de los embriones que no son 
utilizados, de algún médico o de alguna persona de la familia que esté involucrada en el esfuerzo, se pierden vidas. 


Esta es nuestra gran preocupación: que se pueda perder la vida tan fácilmente, en momentos en que defenderla y luchar por ella 
es lo más exigente que debemos tener cada uno de nosotros en nuestras propias conciencias; cuando entendemos que debemos 
defender el desarrollo humano y el crecimiento de la sociedad; cuando debemos superar los momentos de crisis y hacer frente a 
las limitaciones que nos agobian día a día, y sobre todo, cuando hay un amor del ser humano a la cuestión social, al desarrollo de 
la paz, de la justicia, de los valores sociales esenciales que nuestra propia Constitución ha tomado como fundamento, como base. 


Entonces, creemos que esto tiene que ser juzgado con una tremenda responsabilidad; no puede ser fruto de la improvisación. He 
leído algo de cómo se ha discutido el proyecto de ley y los antecedentes, y veo que hay la mejor disposición en esta Comisión en la 
que depositamos nuestra confianza, ya que sabemos que encarará este tema en forma criteriosa. Pero cuidado, que también 
dentro de los aspectos generales de la ley hay elementos bastante tortuosos que tendríamos que erradicar definitivamente en los 
propósitos finales de la iniciativa, en la medida que ellos conduzcan a esto que queremos evitar: la muerte en una ruleta rusa que 
se juega a criterio de una clínica, de los científicos y de los médicos que se han hecho cargo. 


En definitiva, señor Presidente, señores Senadores, lo nuestro es un acto de buena fe, de buena voluntad y, en lo posible, con un 
sentido de cooperación dentro de la modestia de nuestro aporte. 


Creemos que las exposiciones del arquitecto Lamorte y del doctor Addiego han dado una base muy sólida a tener en cuenta. 


SEÑOR LAMORTE.- Con referencia a las posibilidades que planteaban los doctores Ciganda y Addiego, hay un aspecto del 
proyecto de ley con respecto al cual quiero decir algunas palabras. 


Por un lado, se le da mucha importancia a la responsabilidad contractual que hay implícita entre la clínica, el donante y las 
personas que se van a someter al tratamiento. Además, se habla de la posibilidad de la mujer de desechar esta situación de 
fertilización asistida. Entendemos que quizá aquí hay un tema de responsabilidad que habría que investigar más a fondo, porque se 
abre todo un tema en cuanto a que, por un lado, existe una instancia última a la cual hay que recurrir porque no hay otro 
mecanismo -de esto depende absolutamente toda la felicidad y futuro de esta persona- y, por otro, se dice expresamente que se 
puede desechar este fruto que se ha concebido. Creemos que hay una contradicción entre la posibilidad de estar haciendo estos 
contratos y la de, luego, desechar el tratamiento. Consideramos que no hay coherencia con todo el planteo del proyecto de ley. 


En lo que tiene que ver con el aspecto político y, para finalizar, el Secretario Ejecutivo del Partido, señor Evangelista, hará un breve 
planteo a modo, quizás, de sugerencia. 


A nivel político, últimamente, se está manejando la tesis de que como es una realidad, tenemos que legalizar. Nosotros no somos 
Legisladores; simplemente, como planteo teórico, decimos que entendemos que es muy difícil hacer esta aseveración que se está 
haciendo día a día: si existe, si está, hay que legislar. Creemos que la sociedad uruguaya se ha basado siempre en razones éticas 
y morales; entonces, independientemente, por ejemplo, de que el robo y el asesinato nos acechen, la actitud no debería ser la de 
que, como existen, hay que legislar, sino la de rechazarlos; no porque se trate de hechos comunes, hay que reglamentarlos. 


Parecería un concepto obvio que se está repitiendo en muchos planteos y, últimamente, en estos planteos de vida, nos llama la 
atención, como políticos, que se utilice cada vez más como un argumento sólido. Seamos realistas; es un tema para replantearse 
entre todos, ya que por más que esta realidad nos está golpeando, hay que luchar contra ella si entendemos que no es correcta. 


En este caso, me gustaría ceder el uso de la palabra al señor Evangelista, a los efectos de que sus expresiones, repito, puedan ser 
manejadas como un criterio a tener en cuenta. 


SEÑOR EVANGELISTA.- Luego de haber escuchado por parte del doctor Rafael Addiego las exposiciones de inconstitucionalidad, 
deseo que los señores Senadores comprendan que nuestro análisis parte siempre de una realidad básica y jurídica, que es el 
respeto de los valores naturales de la persona, y esto es de porte constitucional. Cada ser humano tiene valores que son propios 
de su ser y que lo orientan sobre lo que se debe respetar en la sociedad y acerca de lo que aspira en su familia y en sus núcleos, y 
esta es una postura estrictamente constitucional de la que no vamos a abdicar. Por otro lado, la libertad de la persona es un bien 
supremo y absoluto, pero jamás podremos anteponer la libertad a la vida. 


Este aspecto medular de análisis es lo que más nos distancia de todo el proyecto. El mismo tiene una fuerte carga de libertad: 
libertad a tener, libertad de disponer, libertad de clasificar, y aquí están implícitamente los fines eugenésicos, libertad y más libertad. 
¿Pero y la vida del ser humano? ¿El embrión? ¿Quién repara en él en el proyecto? 


Antes de continuar, les voy a reseñar lo que nuestros compañeros médicos y científicos nos hicieran leer. Cito textualmente: "El 
desarrollo, el progreso, es un concepto integral. Debe de favorecerse el progreso técnico, pero no debemos de olvidar que el fin 
último de este progreso no consiste sólo en el aumento de los bienes producidos, ni en la búsqueda del provecho o del predominio 
económico, político o social, sino además, y fundamentalmente, en el servicio al ser humano integralmente considerado, es decir 
teniendo en cuenta sus necesidades de orden material y las exigencias de su vida intelectual, moral y espiritual. La técnica no 
podrá pues nunca sustraerse del juicio de la moral, porque está hecha para el hombre y debe de respetar sus finalidades". Esta cita 
fue extraída del informe de diciembre de 1986, página 75, del Comité Consultor Nacional de la Etica de la Vida, de Francia. 


Partamos, pues, de esta premisa y desde la óptica científica de otros aspectos de análisis de rigor científico que hemos recabado 
de prestigiosos especialistas de nuestro medio así como del exterior. 


Convengamos también en la premisa de que cuando una ley es mala en su propuesta, la solución que plantea tampoco será 
buena. ¿Por qué tenemos esta opinión? Porque en la exposición de motivos, en su contenido, se plantean objetivos científicos que 
no son tales y, además, se plantean cosas muy serias, como la muerte de un ser humano; por ello, entendemos que la propuesta 
de solución no es tal. 


Este proyecto establece -cito literalmente- que "han abierto expectativas y esperanzas para el tratamiento de la esterilidad". Esto es 
un planteo falaz, no científico. La ciencia en el mundo no ha podido curar la esterilidad, y aquí se intenta establecer que se puede 
curar, pero a lo sumo, lo que se realiza es una solución artificial de alta tecnología médica que posibilita un embarazo a la mujer 
estéril, pero que no la cura, pues ella, una vez que haya dado a luz, sigue siendo infértil. Por lo tanto, la propuesta carece de rigor 
científico. Para justificar mi afirmación, cito la bibliografía "Hijos en brazos" de la doctora Di Pietro. 


La poliovulación que aquí se establece como procedimiento para lograr tales fines, tiene severos reparos y cuestionamientos en el 
mundo académico y médico por las severas hemorragias así como los desequilibrios hormonales a los que las mujeres se 
exponen. Por lo tanto, no compartimos los términos que se establecen de ayuda científica cuando, en verdad, estamos exponiendo 
a las mujeres en su salud y en su vida. Por ende, hacemos notar esta falsa afirmación. 


Otra afirmación no científica es el asunto del preembrión. Este concepto fue introducido como teoría científica por Clifford 
Grobstein, en 1979, en su artículo "Externa Fertilización", y legalmente expuesto en Inglaterra por Dama Mary Donaldson, el 24 de 
setiembre de 1985. En ambos casos, buscaban evitar la prohibición de la experimentación con embriones, y está contestado y 
demostrado que la ciencia sólo reconoce la existencia de una única célula, teoría, esta sí, aceptada por la biología molecular y por 
el mundo científico. Entonces, cuando se manipula un embrión, se está manipulando a un ser humano y, por lo tanto, no es un 
manejo inocuo, porque la mortalidad es del orden del 30%, y esto se refiere a seres humanos, por lo que lo torna violatorio de las 
normas éticas y legales. 


Entonces, la discusión ciencia versus tecnología, eficacia y eficiencia no es tal en este plano, porque el éxito que se alcanza es 
bajísimo y el número de víctimas para lograr el referido éxito es altísimo. Esto tiene que ver, especialmente, con el tema de la 
crioconservación, la capacidad actual de los procedimientos de procesar al embrión, como la técnica de extracción de la humedad, 


que se aplica antes del congelamiento. Cuando la misma se revierte, trae aparejadas secuelas muy importantes debido al daño que 
se produce con los cristales de los azúcares que contiene el embrión; tal demostración arroja que el éxito de implantación de 
embriones crioconservados es de menos del 6%; o sea que el nivel de mortalidad es del 94%. Esto no lo decimos nosotros, sino un 
especialista que lleva desarrollando a un ser humano en proceso de crioconservación desde hace 8.9 años de desarrollo como 
investigación científica, y la versión está en el libro "Fertility". 


Por último, quisiera referirme a lo que ha sucedido en Francia con estas leyes. Este país ha modificado ya tres veces sus leyes de 
fertilización. ¿Por qué? Primero por el alto costo en su salud pública y, segundo, por todos los problemas jurídicos que se han 
ocasionado, como la paternidad, identidad y sucesión, temas que aquí se intenta minimizar con la expresión acerca de la 
"prudencia" con que nuestros médicos actúan. 


Hago con esto un llamado a la responsabilidad política y jurídica muy serio; estos problemas son del mundo real, no son para 
plantearlos a la ligera. 


Como conclusión, diremos que no aceptamos los criterios de fertilización que en este proyecto se establecen, y sugerimos una 
alternativa de proyecto de fertilización cuyas técnicas no sean tan agresivas como las que aquí se exponen; técnicas basadas en el 
sistema de la fertilización homóloga, dentro de parejas legalmente constituidas. No compartimos, por razones constitucionales, el 
supuesto derecho de la mujer sola a concebir, pues claramente nuestro sistema legal lo inhabilita; esto sería como un primer paso a 
regular procedimientos médicos de alta complejidad tecnológica. 


Los motivos principales son que la ciencia continúa investigando y mejorando las técnicas que quizás, en el corto plazo, lleguen a 
la posibilidad de lograr fertilizar un solo óvulo para su inmediata implantación. De hecho, hoy ya hay información de éxito con la 
fertilización de dos óvulos frescos bajo condiciones muy especiales. 


Finalmente, quiero reseñar las expresiones vertidas en esta Comisión por el doctor Ordoqui del Círculo Católico. Compartimos 
dichas manifestaciones, y por ello no reiteramos los conceptos. Integramos un conjunto de agrupaciones médicas, intentando 
instrumentar un proyecto alternativo, el cual estaríamos dispuestos a exponer en el Senado, si se entiende oportuno. 


SEÑOR LAMORTE.- Queremos agradecer a los miembros de la Comisión por habernos escuchado y por permitirnos trasmitir 
alguna sugerencia o idea sobre esta iniciativa. 


Asimismo, deseamos reiterar nuestro pedido de que este tema sea también considerado en la Comisión de Constitución y 
Legislación, por tratarse de un asunto muy importante que tiene que ver, específicamente, con lo relativo a la vida. Entendemos 
razonable que, así como otras leyes han pasado por esa Comisión cuando surgía alguna duda, en este caso se proceda de igual 
forma, ya que no pueden quedar dudas sobre este tema en lo que tiene que ver con la Constitución. 


Nosotros, como colectividad política, tenemos a nuestro alcance los recursos democráticos vigentes, y en este caso en particular 
tenemos un acuerdo firmado con el Poder Ejecutivo en lo que tiene que ver con la defensa de la vida y las iniciativas a tomar en 
cuanto a la reglamentación de las iniciativas al respecto, y llegado el caso lo haremos valer o veremos qué instancias seguir, 
pudiendo llegar, incluso, a utilizar el recurso del referéndum como forma de oponernos a la aprobación de este proyecto de ley así 
tal cual está. 


Consideramos que es muy loable la actuación de la Comisión en el sentido de que han escuchado todas las posiciones referentes 
a este tema. Sabemos que los señores Senadores están actuando con absoluta buena fe y pedimos a Dios que nos ilumine a todos 
y cada uno, en lo que a nosotros respecta para poder brindar un poco de luz en este tema tan importante -de acuerdo con nuestras 
posibilidades e inteligencia- y a los señores Senadores para legislar, pues ellos son los responsables. 


Una vez más agradecemos en nombre de la Unión Cívica por habernos recibido. 


SEÑOR GOROSITO.- Quisiera formular una pregunta al arquitecto Lamorte para, a través de él, poder conocer la posición formal 
de todo el Partido. También me gustaría hacer una consulta al doctor Addiego, en su condición de relevante jurista. 


En primer lugar, al arquitecto Lamorte le pediría que me confirmara si la Unión Cívica realmente considera que es oportuno y 
necesario legislar sobre esta materia, debido a que estas técnicas de reproducción ya se están llevando a cabo. Me parece que ese 
es un dato de gran importancia para la Comisión. 


En segundo término, consulto al doctor Addiego sobre su opinión como jurista acerca de lo que establece la Constitución con 
respecto a lo que significa una técnica como la crioconservación. Concretamente, me gustaría saber qué visión tiene el doctor 
Addiego con referencia a la regulación constitucional de los derechos fundamentales y la técnica de la crioconservación. 


SEÑOR LAMORTE.- Como colectividad política entendemos que, dada la propuesta ya planteada en el Senado, es necesario 
legislar al respecto, defendiendo la vida. A nuestro juicio, este es el camino del mal menor en cuanto al manejo de la vida. Tal como 
ha dicho el señor Evangelista, nuestro planteo apunta a acotar estas técnicas de reproducción al ámbito del matrimonio. Reitero 
que, como mal menor, estamos de acuerdo en que se debe legislar; sería una hipocresía oponerse a estas técnicas sabiendo que 
se están llevando a cabo. Pero muchas veces ocurre que las leyes están vigentes y no se hacen cumplir, como sucede en este 
caso, en que existen leyes vigentes que no permitirían la utilización de ese tipo de técnicas e igualmente se usan. Por tal razón, 
creemos que se debe reglamentar y acotar el tema al criterio del mal menor, de modo que se pueda defender la vida y restringir la 
aplicación al ámbito del matrimonio. De esa forma, por nuestra parte no se plantearía oposición, ya que entendemos que en ese 
marco es muy razonable y loable que se aplique ese tipo de técnicas. 


SEÑOR ADDIEGO.- Como dije al pasar, con respecto al tema de la crioconservación soy partidario de la solución planteada por la 
ley italiana, que es muy reciente, si no me equivoco fue votada en el transcurso de este año, más concretamente el mes pasado. La 
fundamentación jurídica que se da para excluir a la crioconservación tiene que ver con la posibilidad que existe de la muerte de los 
embriones que han sido desechados. Cuando se emplea esa técnica no se da la seguridad absoluta de que esa conservación sea 
"in eternum", o sea que hay una limitación en el tiempo, ya sea debido a que no se usan dichos embriones dentro del período 
previsto en la ley, como en virtud de que la madre no los reclame. De ese modo, existe un potencial riesgo de desaparición de vidas 
de los embriones crioconservados. Si hubiera una posibilidad de evitar en el futuro la pérdida de esos embriones -lo cual parece 


muy difícil- asegurando la conservación sin límite, la crioconservación sería aceptable. Sin embargo, no se ha demostrado todavía 
que el manejo o manipulación de los embriones después del proceso de crioconservación pueda asegurar que dichos embriones 
serán conservados siempre y que, en definitiva, no serán desechados. De acuerdo con cifras que circulan en algunos ámbitos, 
serían miles los embriones ya desechados. 


SEÑOR EVANGELISTA.- Sin ser constitucionalista ni jurista, pero habiendo discutido mucho este tema en el Partido, me atrevería 
a afirmar que esto tiene mucho que ver con la violación del artículo 26 de la Constitución. Esto es así porque el Derecho 
Constitucional determina que a nadie se le puede aplicar la pena de muerte y, sin duda, directa o indirectamente, la 
crioconservación lleva implícito ese fin. Por esa razón, en el primer punto de nuestra carta, hacemos notar este enfrentamiento que 
se produce entre la técnica y la Constitución. 


SEÑOR RIESGO.- Quisiera consultar al doctor Addiego sobre algo que, si no entendí mal, él ha dicho. Me pareció entender que el 
doctor Addiego manifestó que existen en el país, desde el punto de vista legal, dos situaciones diferentes de inscripción con 
respecto a los niños concebidos en una situación heteróloga. 


SEÑOR ADDIEGO.- Yo no he hecho esa afirmación. 
SEÑOR RIESGO.- Entonces le pido disculpas. 


SEÑOR ADDIEGO.- Simplemente dije que, en lo personal, era partidario de la inseminación homóloga. Tengo entendido que en el 
seno de la Comisión, durante el tratamiento de estos artículos, ha habido una tendencia a suprimir la inseminación heteróloga -si es 
que estoy equivocado le pido a los miembros de la Comisión que lo aclaren- en cuyo caso quedaría solamente como solución la 
inseminación homóloga, que es la más segura y la que trae menos problemas, no sólo desde el punto de vista jurídico, sino 
también ético. 

Es posible que yo me haya referido al problema de la dificultad jurídica para determinar o clasificar la naturaleza de los hijos 
provenientes de este tipo de inseminación. Habida cuenta de que no pueden ser clasificados como hijos legítimos y tampoco como 
hijos naturales, el Derecho se vería obligado a buscar una forma de clasificación para este tipo de hijos. 


SEÑOR RIESGO..- El señor Addiego está diciendo -y si he entendido mal, desde ya pido disculpas- que hoy en día un niño o una 
niña nacido de una inseminación heteróloga no entraría dentro de la denominación de hijo legal ni de hijo natural. 


SEÑOR ADDIEGO..- Efectivamente, no se trataría de un hijo legítimo ni de uno natural, porque esto escapa a lo que la ley prevé al 
establecer ese tipo de diferenciación. 


SEÑOR RIESGO.- ¿En qué categoría lo pondría, si es que existe legalmente? 
SEÑOR ADDIEGO.- En realidad, está mucho más lejos de la calidad de hijo legítimo que de la de hijo natural, pero en la 
clasificación que realiza el Código Civil no cabe este tipo de filiación que aparece a través de la unión heteróloga. Por consiguiente, 


en este caso habría que buscar una denominación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia da cuenta de que el señor Senador Cid pide disculpas por su ausencia ya que, a raíz de un 
problema relacionado con un desperfecto en su automóvil, se ha visto impedido de estar presente en esta reunión. 


La Comisión de Salud Pública del Senado agradece al arquitecto Aldo Lamorte y a los demás distinguidos visitantes la exposición 
que han realizado en este ámbito, como aporte a la labor que se está llevando a cabo. Oportunamente estos antecedentes serán 
estudiados, para luego ser elevados al Senado de la República. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 12 minutos) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


